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Expresaba que los protocolos y medidas se aplicaban a los clubes federados y que esta exigencia limitaba 
las actividades de otros clubes más modestos. La Federación Andaluza argumentó con detalle y exactitud 
la necesidad de disponer estos registros y filiación de jugadores debidamente federados para acceder a los 
servicios y condiciones que la RFAF ofrece en el marco de estas medidas de seguridad sanitaria, por lo que 
entendimos que su actuación era acorde con la normativa y sin poder apreciar una actuación inadecuada.

…

1.3. Dependencia y Servicios sociales
1.3.1. Introducción

Conforman este subcapítulo aspectos íntimamente ligados a necesidades humanas en momentos 
delicados o vulnerables, de indudable interés por su afectación desde que comenzara la crisis sanitaria 
y social abierta en 2020, que intentaremos relatar de la forma más objetiva a nuestro alcance, a la luz de 
los testimonios de la ciudadanía y de las precisiones de las diferentes Administraciones, aunque con el 
tratamiento sensible que las materias en cuestión precisan.

El Sistema Público de Servicios Sociales de Andalucía, la capacidad de respuesta de sus profesionales 
a las necesidades ciudadanas a través de sus prestaciones y recursos, junto a las previsiones de futuro 
de su nivel funcional primario, los comunitarios, abren un relato cuya sustancia es el incremento de la 
demanda a los mismos y en el que, por ello, ponemos el acento en el valor del cometido de estos servicios, 
en la necesidad de su consolidación profesional estructural, en la actualización de sus instrumentos y 
en la importancia de su coordinación con otras Administraciones. Nos preguntamos, en todo caso, qué 
incidencia tendrán en sus funciones y cometidos, las reformas normativas operadas en la Ley 9/2016 y las 
que hayan de desarrollarse al abrigo de aquellas.

La renta mínima de inserción social en Andalucía, con demoras desde 2018 y nuevas dificultades de 
gestión, derivadas de las medidas extraordinarias adoptadas durante el primer estado de alarma, han 
engrosado el volumen de trabajo y de tramitación, adicionando ahora a los procedimientos antiguos, 
las pendencias en las revisiones de las resoluciones provisionales. Reflejamos igualmente su compleja 
coexistencia con la prestación estatal de garantía de ingresos, el llamado ingreso mínimo vital, desde junio 
de 2020, cuyos requisitos de acceso motivan que haya de entrar en juego la renta andaluza subsidiaria en 
bastantes más casos de los que eran previsibles.

El Sistema de la Dependencia y sus reiteradas demoras, las consecuencias de las mismas, la insuficiencia 
o inadecuación de sus recursos, las disfunciones en el pago del salario a las auxiliares del servicio de 
ayuda a domicilio de un municipio de Granada y, su principal deficiencia, la infrafinanciación, ocupan 
nuevamente un lugar principal.

Finalmente, trataremos sobre las necesidades reveladas por las personas mayores en el ámbito social y 
sobre el procedimiento de discapacidad.

Los duros acontecimientos vividos en el año 2020 deben ser el pilar para acometer la consolidación 
definitiva de un sistema de protección social consagrado legalmente, pero nunca garantizado de forma 
plena.

1.3.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.3.2.1. Servicios Sociales

…

No obstante, podemos resumir la problemática manifestada en el año 2020 en cuatro afirmaciones: un 
recrudecimiento en la petición de acceso a ayudas de emergencia social destinadas a subvenir necesidades 
elementales de alimentación, higiene y asunción de facturas por suministros básicos; el desbordamiento 
de los profesionales de los servicios sociales comunitarios para canalizar adecuadamente la respuesta a 
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las demandas, con la consiguiente confusión, desorientación e impotencia de las personas peticionarias; 
la insuficiencia de los recursos destinados a esta finalidad; y la necesidad de una estructura reforzada y 
debidamente coordinada entre la Administración local y la autonómica y las entidades de iniciativa social.

La primera aseveración la obtenemos por testimonio directo de las personas que han acudido ante esta 
Institución a lo largo de todo el año 2020, remitiendo comunicaciones rebosantes de desesperanza, que, 
como reiteradamente destacamos, tienen su primera fuente en la privación de un canal fiable por el que 
hacer llegar su necesidad a quien competa.

Se trata de personas que afirman carecer de ingreso alguno, que muestran angustia por no poder 
aprovisionarse de alimentos y que, desde luego, a partir de esta privación tan primaria, en una consecuencia 
en cadena, nos trasladan todo un desenlace de problemáticas variopintas: impagos de la luz y el agua, 
dificultades para sufragar la medicación prescrita, riesgo de perder el derecho al disfrute de la vivienda, 
cuando no carecer directamente de ella y acumulación de deudas insalvables.

…

En segundo lugar, afirmábamos que junto a una mayor intensidad de la demanda, producto lógico 
de la crisis económica y social que desde marzo atravesamos, se ha revelado de forma más nítida la 
insuficiente capacidad de respuesta de los servicios sociales comunitarios, desbordados en sus intentos 
de atender el mayor número de peticiones, impelidos a hacerlo por canales de contacto no presencial 
desconocidos hasta la fecha, sin la implantación de medios que lo permitan de forma adecuada, con 
plantillas tradicionalmente austeras y, desde luego, con recursos a su disposición muy discretos, que 
han de repartir entre los peticionarios como buenamente pueden y a costa de prolijos requerimientos 
burocráticos, contrarios a la agilidad que precisa la intervención paliativa de necesidades esenciales.

Nos consta que los profesionales de los servicios sociales, como colectivo e individualmente, han puesto 
toda la voluntad, el esfuerzo y la dedicación a su alcance para estar a la altura de una coyuntura tan 
delicada como la vivida en 2020, del mismo modo que no podemos obviar la complejidad de su labor en 
un escenario de dispensación desconocido, sin posibilidad de intervención personal.

La entidad del esfuerzo personal desplegado por cada 
profesional en unas condiciones tan difíciles explica que su 
percepción de la respuesta ofrecida -como hemos tenido ocasión 
de conocer a través de la asistencia telemática al Congreso anual 
del colectivo-, sea la de su suficiencia, unida a la satisfacción 
personal por haber sido capaces de “llegar a todo” con los 
medios a su alcance, junto al agotamiento.

El sentir del colectivo profesional no parece incompatible con 
las apreciaciones sinceras y reiteradas de las plurales personas 
de residencia diversa, que han venido manifestando justamente 
lo contrario, ya que creemos en el esfuerzo de los primeros, 
pero también estamos convencidos de que la insuficiencia de 
sus medios y la intensidad de una demanda sin precedentes 
cercanos, explican que la respuesta no haya llegado ni con la 
diligencia ni con la entidad que la situación precisaba.

En el primer sentido, es tradicional la reivindicación de unos servicios sociales en el ámbito de la 
Administración local, que cuenten con una estructura de personal mayor y más estable. Las carencias 
en este aspecto vienen siendo suplidas mediante refuerzos temporales y contrataciones para programas 
concretos, que no pasan de ser parches transitorios sucesivamente prorrogados, que no permiten dar 
continuidad ni regularidad al desempeño de sus funciones.

A esta carencia de personal, en sus diferentes perfiles profesionales, se une la necesidad de una 
modernización en los instrumentos de intervención y, a buen seguro, en la forma de gestión.

“Los recursos 
económicos que 
cada Administración 
destina a subvenir 
a las peticiones 
ciudadanas de ayudas 
de protección social”
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Es oportuno recordar que los profesionales de los servicios sociales no son meros tramitadores de ayudas 
o de prestaciones económicas, municipales o no, sino que su función esencial es la intervención social y no 
la mera canalización de prestaciones, que precisa de una dedicación y de un seguimiento, que no pueden 
ofrecer en las circunstancias actuales.

Cuestión aparte digna de mención, limitándonos al plano de la pobreza o de su riesgo, es la de los 
recursos económicos que cada Administración destina a subvenir a las peticiones ciudadanas de ayudas de 
protección social, básicamente prestaciones económicas de emergencia social, de urgencia y de inserción 
social, sin rango de derecho subjetivo. Sabemos que son limitados los presupuestos, que por ello deben 
dosificarse entre los peticionarios para llegar al mayor número posible, con la consecuente insatisfacción 
de las familias para las que este remedio es flor de un día; y es evidente que, en el período de crisis recién 
iniciado, deben estar dimensionados a la envergadura de la situación.

Sin embargo, hay que reconocer que el sostén último que las ayudas económicas familiares municipales 
proporcionan, responde a una asistencia puntual, sin vocación de permanencia ni garantía de percepción, 
que difícilmente puede solventar situaciones prolongadas en el tiempo por carencia absoluta de recursos.

Para este fin están otros instrumentos, auténticos derechos subjetivos, como las prestaciones de garantía de 
ingresos (renta mínima de inserción social en Andalucía e ingreso mínimo vital), cuya vulneración resolutoria 
por las Administraciones competentes (estatal y autonómica), aboca a las familias a ampararse en otras 
ayudas más inestables y sin rango de derecho subjetivo, que no revisten otra utilidad que la inmediatez de 
lo perentorio y que no pueden alejarlas de la exclusión, de la vulnerabilidad ni del riesgo de pobreza por sí 
mismas.

Como del mismo modo recogimos en el informe extraordinario elaborado por el Defensor del Pueblo Andaluz 
en octubre de 2020, “Derechos de la ciudadanía durante la COVID-19. Primera ola de la pandemia”, un 
instrumento valioso en el año 2020, para atender de forma inmediata las necesidades vitales de las familias, 
ha sido el de la ayuda alimentaria o económica de urgencia, en forma de tarjeta monedero o simplemente 
de abono de la cuantía pertinente, tanto por parte de los Ayuntamientos como puesta en marcha por la 
Junta de Andalucía mediante el Programa Extraordinario de Ayuda en materia de necesidades básicas a la 
población en situación de vulnerabilidad ocasionada por la COVID-19, mediante acuerdo del consejo de 
Gobierno de 29 de abril de 2020. Asimismo, el reconocimiento de la coyuntura crítica se ha reflejado en 
medidas como la concesión de subvención extraordinaria al Banco de Alimentos.

No obstante la evidente utilidad y oportunidad de reforzar las partidas destinadas a esta finalidad y la 
puesta en marcha del Programa de la Junta de Andalucía, hemos detectado defectos en la información 
proporcionada a las personas demandantes de la Tarjeta monedero por parte de algunos servicios sociales 
comunitarios, esencialmente en la forma de obtención.

Ciertamente, en algunos de los casos examinados, el profesional refería que no había proporcionado la 
información por improcedencia, al haber percibido la persona peticionaria la prestación económica de 
urgencia municipal por el mismo concepto contemplado por la Tarjeta Monedero autonómica; en otros, por 
priorizar a familias con menores ingresos, al ser concreto y limitado el número de derivaciones a la Cruz Roja 
puestas a disposición de los profesionales de los servicios sociales en cada municipio; y, en algunas ocasiones, 
aunque se manifestaba haber cumplido el deber de informar, la respuesta remarcaba expresamente que 
la Tarjeta Monedero autonómica no es una prestación propia del Catálogo de Prestaciones del Sistema 
Público de Servicios Sociales de Andalucía ni, por ende, un procedimiento exclusivo de los servicios sociales 
comunitarios, que no son el único canal para su tramitación.

Aún coincidiendo con esta última afirmación, es innegable que toda la información y toda la ayuda que los 
profesionales de los servicios sociales faciliten a las personas que lo precisan, para guiarlas en su búsqueda 
de recursos públicos al servicio de necesidades perentorias, redunda en el valor de su labor social y forma 
parte de un enfoque integral a la persona y a sus circunstancias. La coordinación y colaboración entre 
Administraciones en el ámbito social, es un deber humanitario. El apoyo complementario de las entidades 
de iniciativa social para el desarrollo de programas destinados a personas en situación vulnerable, una labor 
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inestimable. Para creerlo solo hay que escuchar a las personas que acuden buscando, donde quiera que se 
halle, ayuda social para sobrevivir (Q20/2733):

“Desde hace dos meses he estado intentando contactar con los servicios sociales a través de la página del 
ayuntamiento de Sevilla 010, tal y como me lo habían indicado en servicios sociales rellenando la solicitud 
de contactar. Tras reiteradas solicitudes sin respuesta lo hablé con la única persona que me respondió en 
los servicios sociales de San Jerónimo. Un educador social... me comentó que él iba a llamar personalmente 
para que me atendieran y me dieran cita, y así ha sido. En pocos minutos una señora me llamó de 010 
y recalcando me dijo que los servicios sociales no se dedican a tramitar ni Renta Mínima ni el Ingreso 
Mínimo Vital, le dije que me habían pasado 7 números de teléfono con nombres de técnicos especialistas 
para hacer el trámite y me siguió “muy amable” recalcando que esto “no lo hacen los servicios sociales” 
y que siga esperando hasta que me llamen. Le dije que en servicios sociales de San Jerónimo había una 
persona dedicándose a esto pero que ya no trabaja ahí y aún no se sabe quién la sustituye y por eso hay que 
esperar. Ella me respondió “¡entonces a esperar!” Y que no se aceptaba otro trabajador social que no sea 
San Jerónimo. También mande un email a Cruz Roja para que me ayuden sobre Renta Mínima y/o Ingreso 
Mínimo Vital, pero hasta el día de hoy nadie ha contactado conmigo. También llame a los números que me 
habían facilitado y después de varios días llamando cientos de veces por fin me cogieron el teléfono y la 
persona que atendió mi llamada me dijo que ella no me podía atender ya que es técnico pero solo atiende 
las llamadas de los trabajadores sociales y que no responde a un particular y que intente pedir cita en 
servicios sociales y que ellos contacten con ella. Tenía rellenado la solicitud de IMV desde hace bastante 
tiempo pero había algunos apartados que no estaban rellenados por dudas que tenía. Por fin el viernes día 
11 he tenido una cita con Cruz roja y ahí he podido hacer la solicitud de IMV. Pero aún después de dos meses 
sigo esperando que un trabajador social contacte conmigo”.

La crisis de salud pública iniciada en 2020 ha dejado abierta a su paso una nueva crisis económica y social, 
que, en consecuencia, se encuentra en sus inicios y cuya duración y gravedad es incierta. La situación de la 
pobreza en España recogida en informes, estudios e investigaciones de fuentes diversas pero solventes, salta 
con cada vez más frecuencia a los medios de comunicación.

Hemos conocido a este respecto los datos de Eurostat, la oficina estadística europea, correspondientes a 
octubre de 2020, situando a nuestro país en la quinta posición en este triste escalafón, dentro de los países 
de Europa; contamos con los datos periódicos del desempleo en España, que revelan un empeoramiento 
de sus índices a lo largo del año 2020; y, aún peor, sabemos que en ocasiones ni siquiera el desempeño de 
una actividad profesional garantiza contar con los recursos adecuados a una vida digna; también venimos 
siendo testigos de las llamadas “colas del hambre” y de cómo las entidades del ámbito social que atienden 
a las personas que las engrosan, nos alertan de los nuevos perfiles que alargan su sombra; Andalucía es un 
vasto y bello territorio poblado por 8.464.411 personas, conforme cifras oficiales del Instituto Nacional de 
Estadística (INE) a 2020, cuyos índices de paro y de riesgo de pobreza, sin embargo, acostumbran a superar 
las medias de España.

Dada la delicada situación que atravesamos, los servicios sociales del nivel primario, como estructura 
funcional básica de este Sistema Público, organizados y gestionados por las entidades locales, pueden y 
deben cumplir un cometido esencial, como primer nivel de referencia al que la Ley 9/2016 encomienda 
asumir la posición de vanguardia en la misión de “posibilitar el acceso de las personas usuarias al conjunto 
del Sistema Público de Servicios Sociales de Andalucía”, así como la valoración de las necesidades, la 
planificación, la intervención, tratamiento, seguimiento, evaluación de la atención y coordinación con otros 
agentes institucionales del Sistema Público de Servicios Sociales de Andalucía, garantizando la universalidad 
en el acceso al mismo y su proximidad a las personas usuarias, familias, unidades de convivencia y grupos de 
la comunidad, para articular una respuesta a las necesidades individuales, familiares, grupales y comunitarias 
de atención (artículo 27).

La Ley de Servicios Sociales de Andalucía ha sido objeto de diversas reformas en el año 2020, 
fundamentalmente en lo que atañe a la historia social y las funciones de los servicios sociales comunitarios 
(artículo 28.23ª por el Decreto-ley 24/2020, de 22 de septiembre; artículos 47 y siguientes, por el Decreto-
ley 9/2020, de 15 de abril; y artículos 83 a 86, 126 y adición del artículo 85 bis, por el Decreto-ley 2/2020, de 
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9 de marzo), amparadas en las necesidades impuestas por la respuesta a la crisis sanitaria y social, aunque 
desconocemos qué repercusión y alcance puedan tener las mismas en las funciones de los servicios sociales 
comunitarios y en las personas titulares del derecho a los servicios y prestaciones del Sistema Público de 
Servicios Sociales, delimitados en su artículo 6.

1.3.2.2. Renta mínima de inserción social en Andalucía
…

La reforma proyectada por la Consejería, sin embargo, no llegó a tener lugar, ni en 2019 ni, desde luego, 
pudo hacerlo en 2020, por razones que todos conocemos y que han quedado suficientemente abordadas 
en el informe extraordinario elaborado por el Defensor del Pueblo Andaluz en octubre de 2020 Derechos 
de la ciudadanía durante la COVID-19. Primera ola de la pandemia.

Como recogimos de forma pormenorizada en el mentado Informe, la declaración del estado de alarma 
por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada 
por la COVID-19, supuso un duro mazazo para las personas solicitantes de la renta mínima de inserción 
social en Andalucía con expedientes en curso, así como para aquellas a las que el inicio de esta crisis 
sanitaria, con graves consecuencias económicas, colocaba en situación de potenciales peticionarias de 
esta prestación económica y de cuantos otros recursos de protección social hubiere disponibles.

La conciencia de este escenario inédito en el contexto absolutamente irregular de la renta mínima, motivó 
la iniciación de la investigación de oficio de esta Institución, en la que instábamos la adopción de medidas 
extraordinarias en materia de renta mínima de inserción social en Andalucía durante el estado de alarma 
sanitaria (queja 20/1814).

En el curso de dicha actuación, el Defensor del Pueblo Andaluz dirigió dos Resoluciones sucesivas a la 
Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación, cada una de ellas en un momento crucial de la 
crisis sanitaria y económica: la primera, en el mes de marzo, en pleno período de confinamiento, instando 
la implantación de medidas inmediatas y la segunda, en el mes de junio, con ocasión de la irrupción del 
ingreso mínimo vital estatal, superponiéndose a las prestaciones de garantía de ingresos autonómicas.

La primera Resolución, basada en la experiencia de las persistentes y graves deficiencias en la gestión 
administrativa de este derecho subjetivo, la certeza del volumen importante de solicitudes pendientes 
de resolución y el previsible incremento exponencial de nuevos peticionarios urgidos por los efectos de 
la crisis, respondió al propósito de proceder a un abordaje del problema que, en progresión, permitiera 
encauzarlo racionalmente, en un momento de urgencia sobrevenida.

Abogamos, en consecuencia, por garantizar la continuidad en la gestión ordinaria de los expedientes 
de renta mínima, paralizada técnicamente en virtud del estado de alarma, por propiciar el impulso y 
resolución de las solicitudes tramitadas por el procedimiento de urgencia social y de los expedientes de 
unidades familiares integradas por personas de menor edad, así como por instar la ampliación automática 
de la prestación.

Por Decreto-ley 6/2020, de 30 de marzo, por el que se establecen medidas administrativas extraordinarias 
y urgentes en el ámbito social y económico como consecuencia de la situación ocasionada por el coronavirus 
(COVID-19), el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, a propuesta de la Consejera de Igualdad, 
Políticas Sociales y Conciliación y con vigencia limitada al estado de alarma, arbitró un procedimiento 
extraordinario de concesión de solicitudes de renta mínima de inserción social de Andalucía, en la modalidad 
de urgencia o emergencia social; un procedimiento extraordinario de ampliación; y el mantenimiento de 
las prestaciones, es decir, la prórroga automática de las prestaciones que vencieran durante la vigencia 
del estado de alarma, fijando en los tres supuestos los pertinentes requisitos. Del mismo modo, arbitró las 
medidas que posibilitaran dar continuidad a la tramitación de los expedientes.

Prácticamente un mes más tarde, el Decreto-ley 10/2020, de 29 de abril, por el que se establecen medidas 
extraordinarias y urgentes de flexibilización administrativa en materia de ayudas en el ámbito del empleo y 
medidas complementarias con incidencia en el ámbito económico, local y social como consecuencia de la 
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situación ocasionada por el coronavirus (COVID-19), reforzó las medidas antedichas en materia de renta 
mínima, acordando, en esencia, reconocer como nueva situación de emergencia social la de unidades 
familiares con menores y las unipersonales, con vigencia temporal hasta los tres meses posteriores al 
levantamiento del estado de alarma; establecer una prestación extraordinaria de cinco meses en los 
supuestos de solicitudes formuladas por unidades familiares con menores y unipersonales, cuando sea 
imposible la acreditación de los requisitos precisos para resolver la solicitud y aplicable únicamente a las 
peticiones presentadas desde el 1 de abril hasta el 31 de julio de 2020; y, entre otras, incrementó el plazo 
de duración de las ampliaciones, que queda fijado en 12 meses, introduciendo modificaciones normativas 
en el Decreto-ley 3/2017, regulador de la renta mínima de inserción social en Andalucía, así como en el 
Decreto-ley 6/2020, anteriormente citado.

Estas medidas permitieron un remedio temporal, enmarcado en el escenario derivado de la crisis de 
salud pública y las mayores necesidades surgidas de la misma.

A mediados de 2020 la aparición y entrada en vigor de una nueva prestación de garantía de ingresos, el 
ingreso mínimo vital, aprobado por el Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo, como derecho subjetivo 
en la modalidad de prestación económica no contributiva de la Seguridad Social, suscitó nuevas dudas en 
torno a la renta mínima de inserción social en Andalucía, abriendo el interrogante sobre su pervivencia 
misma y sobre la necesidad de su nueva delimitación (ámbito subjetivo, requisitos y cuantías, entre otros 
aspectos).

El BOE número 154 de 1 de junio de 2020 publicó el Real 
Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo, por el que se establece el 
ingreso mínimo vital, alumbrando, con la naturaleza de derecho 
subjetivo, una nueva modalidad de prestación económica no 
contributiva de Seguridad Social (artículo 2) para los beneficiarios 
determinados en su artículo 4, en conjunción con un sistema de 
incentivos para la inclusión, cuyo objetivo declarado es el de 
garantizar la participación plena de la ciudadanía en la vida social 
y económica, a través de la satisfacción de unas condiciones 
materiales mínimas y que, por lo que en este momento interesa, 
entró en vigor el mismo día 1 de junio.

Mientras el Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo, regula 
el Ingreso Mínimo Vital como compatible con el resto de rentas 

mínimas autonómicas, el Decreto-Ley 3/2017, que regula la renta mínima de inserción social en Andalucía, 
sienta como una de sus características el carácter subsidiario de la misma “con respecto a cualquier 
prestación de carácter contributivo o no contributivo, así como a cualquier régimen o sistema público o 
privado de protección social o de análoga naturaleza, que pudieran ser concedidas a la persona titular” 
(artículo 5.d). Lo que significa, en suma, que tanto la persona titular de la renta mínima como las que 
integran su unidad familiar, están legalmente obligadas a “solicitar las prestaciones, contributivas o no 
contributivas, así como a reclamar los derechos que por cualquier título pudieran corresponderles a fin 
de incrementar sus recursos económicos, ejerciendo las acciones pertinentes para hacerlos efectivos” 
(artículo 10.1.b). Obligación que ahora incluye el deber de solicitar el ingreso mínimo vital “desde la fecha 
de presentación de la solicitud y, en su caso, durante el tiempo de duración de percepción” de la renta 
mínima.

Esta interconexión mutua del ingreso mínimo vital y de la renta mínima de inserción social en Andalucía 
o, mejor dicho, el desplazamiento que el primero ha operado respecto de las rentas autonómicas sin 
la adecuada coordinación entre territorios, plantea la reformulación del enfoque en la renta mínima 
andaluza (y de las restantes autonómicas) y a prever disposiciones de derecho transitorio que hayan de 
regir respecto de los expedientes en curso.

Esta novedad motivó la segunda Resolución dirigida a la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y 
Conciliación, recomendando la conclusión mediante la resolución oportuna de todos los procedimientos 

“Entrada en vigor de 
una nueva prestación 
de garantía de 
ingresos, el ingreso 
mínimo vital”
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de renta mínima de inserción social en Andalucía incursos en mora, priorizando sin dilación los que datan 
de los años 2018 y 2019, con derechos devengados conforme a la normativa de aplicación; la concreción 
de las disposiciones de derecho transitorio que habrán de regir el encaje entre la renta mínima de Andalucía 
y el ingreso mínimo vital, siempre desde la perspectiva de protección de los derechos de las personas 
peticionarias en nuestra comunidad autónoma y de su situación o riesgo de exclusión social; y el abordaje 
diligente de la regulación legal que permita reconfigurar el derecho subjetivo a la renta mínima de inserción 
social en Andalucía, en el espacio que está llamado a ocupar dentro de nuestro ordenamiento jurídico, tras 
la entrada en vigor del ingreso mínimo vital aprobado por el Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo. 
Todo ello, con la habilitación de instrumentos eficaces para la difusión, comunicación o notificación, que 
permitan a la población en general y a los peticionarios de renta mínima, en particular, conocer y cumplir 
sus obligaciones sobrevenidas respecto del ingreso mínimo vital, para no ver defraudadas sus expectativas 
legítimas.

Del informe emitido por la Dirección General de Servicios Sociales, en respuesta a la Resolución de esta 
Institución, destacaremos sus principales aspectos, a saber:

En materia de información, indica que las instrucciones dictadas son debidamente comunicadas a los 
servicios sociales comunitarios y publicadas en la web de la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y 
Conciliación.

En lo atinente a la conclusión de expedientes incursos en mora, manifestó ser una prioridad para la 
Consejería de Políticas Sociales, que ilustró citando el dictado de 22 199 resoluciones de concesión en 
el período de abril a agosto de 2020. En todo caso, puntualiza la Dirección General informante, que a 
la resolución de solicitudes ordinarias se ha venido a sumar la necesidad de revisión, para su resolución 
definitiva, de los expedientes estimados provisionalmente a causa de las medidas extraordinarias 
arbitradas durante el estado de alarma, anteriormente citadas. Lo que, como ya venimos constatando en 
esta Institución, ha supuesto un lastre añadido y una causa de frustración para las personas que percibieron 
las mensualidades provisionales, que se encuentran nuevamente sin recursos, por no haber tenido lugar 
la revisión de la decisión provisional en plazo y, más aún, por no haber sido concluido el procedimiento de 
forma definitiva.

Respecto de posibles normas de derecho transitorio, remite la respuesta a la decisión adoptada mediante 
la Instrucción de la Dirección General de Servicios Sociales de 03/09/2020, lo que, en resumen, se traduce 
en que ejercido por el peticionario el deber de solicitar cualquier otra prestación principal (en el caso que 
nos ocupa, solicitado inexcusablemente el ingreso mínimo vital), nada obsta a la percepción de la renta 
mínima andaluza reconocida mediante resolución, en tanto no se haya “consumado el derecho solicitado 
mediante el efectivo ingreso de la prestación principal”. Esto es, existen indicaciones expresas de tramitar 
todas las solicitudes de renta mínima andaluza, sin esperar a la resolución efectiva del ingreso mínimo 
vital.

Hemos de puntualizar, en todo caso, que esta posibilidad es hoy por hoy meramente hipotética, dada la 
demora cronológica que aún persiste en los expedientes de renta mínima y que, aun siendo un supuesto 
teórico, lo deseable y conveniente es la puesta al día de los procedimientos de la renta andaluza, a fin de 
evitar duplicidad estéril de expedientes de una y otra prestación a cargo de Administraciones distintas, así 
como posibles expedientes por reintegro de percepciones indebidas.

En lo alusivo a la reconfiguración de la normativa reguladora de la renta mínima, para su acomodación 
al nuevo contexto dibujado por el ingreso mínimo vital, la Dirección General expone que en la Consejería 
“se está trabajando en la regulación de una nueva prestación que complemente a la estatal, tanto para 
incrementar la dotación económica a las familias perceptoras del IMV con mayores dificultades de 
integración social como para llegar a las personas vulnerables que no tienen acceso a él”; concluyendo 
la conveniencia de “esperar a una mayor estabilización de la prestación estatal para abordar de manera 
definitiva la nueva regulación de la autonómica”, teniendo en cuenta dos aspectos. Por un lado, que “dado 
el retraso en la resolución de expedientes del IMV que se está produciendo, la desaparición de la RMISA 
tal como se regula actualmente dejaría sin cobertura a esa parte de población que tiene derecho a IMV, 
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aunque aún no lo esté percibiendo, y que, por tanto, quedaría fuera de la nueva prestación andaluza”; 
y, por otra parte, el hecho de que la prestación estatal “está sufriendo reiteradas modificaciones para 
adaptarla a las circunstancias reales de la población destinataria”.

Desde la experiencia de las quejas tramitadas por esta Institución, podemos decir que al término del 
año no habíamos detectado reducción cuantitativa de las quejas sobre esta materia y sí, por el contrario, 
mayor confusión y desorientación en las personas que aspiran a una prestación mínima de sustento, en 
ocasiones desconocimiento de cuál es la prestación estatal y cuál la autonómica, creencias erróneas de 
que la cuantía arrojada por la prestación estatal es inferior por deducirse la autonómica y, en general, 
desamparo y desconfianza en las Administraciones.

Ello hace que tengamos que hacer una llamada de atención sobre tres aspectos: la reiterada necesidad acuciante de 
observar el plazo en la resolución de expedientes de renta mínima; el mantenimiento de la regulación de esta prestación 
andaluza y de su ámbito subjetivo, con las mejoras precisas; y la coordinación entre Administraciones, habida cuenta 
de que son los ciudadanos los que sufren las consecuencias y la desprotección de prácticas y decisiones carentes de 
consenso y de colaboración, o lo que es lo mismo, adoptadas sin consideración ni respeto a la ciudadanía a la que se 
dirigen.

1.3.2.3. Dependencia

1.3.2.3.1. Los procedimientos de la dependencia: reconocimiento o revisión de la situación y programa 
individual de atención

…

El Decreto-ley 24/2020, de 22 de septiembre, por el que, con carácter extraordinario y urgente, se adoptan medidas 
en materia de empleo y servicios sociales, como consecuencia de la situación generada por el coronavirus (COVID-19), 
basa la reforma de la Ley de Servicios Sociales de Andalucía en que el de la Dependencia es un “sistema altamente 
burocratizado”. A lo que el Acuerdo anteriormente mencionado, añade la circunstancia de 15.000 expedientes de 
personas en situación de dependencia moderada en sede de los servicios sociales comunitarios, sin que sus profesionales 
tengan capacidad para abordar la propuesta de PIA.

El Preámbulo de la norma, tras describir sucintamente el procedimiento dual de gestión del Sistema en Andalucía, 
achaca a este modelo la lentitud en la respuesta, provocada por “la intervención de distintos profesionales y distintas 
Administraciones, que demoran la respuesta a las necesidades sociales de las personas en situación de dependencia”. 
A ello añade que los plazos se han dilatado aún más “por la situación de confinamiento a causa de la crisis sanitaria 
provocada por la COVID-19”. Y concluye que la agilización de la respuesta a las personas en situación de dependencia 
no atendidas, pasa por diseñar un nuevo modelo de procedimiento, que permitirá “dar cumplimiento efectivo al plazo 
máximo establecido en la Ley de Dependencia para las resoluciones derivadas de la situación de dependencia”.

No objeta esta Institución que la complejidad de intervención de dos Administraciones (local y autonómica), en los 
procedimientos de dependencia incidan en sus deficiencias, ni discute los beneficios que puedan provenir de una mejora 
procedimental, que ciertamente nos parece necesaria. Pero, desde luego, estamos convencidos de que la misma es 
compatible con otras medidas, como el incremento de los profesionales de una u otra Administración y mediante la 
mejora en los instrumentos de gestión y en los de coordinación.

Por lo demás, un tradicional obstáculo del Sistema ha venido siendo su infradotación presupuestaria, como ha venido 
revelándose en las denuncias ciudadanas sobre la falta de valoradores (de la Administración autonómica, que incluso en 
algunas localidades son inexistentes en épocas puntuales); lo han afirmado los servicios sociales en las investigaciones 
de esta Institución, cuando han imputado la demora en su intervención en la propuesta de PIA, a no haber sido activado 
el expediente por la administración autonómica, para su tramitación en el programa Netgefys, o en no haber sido 
validado por esta última el expediente; e incluso lo han reconocido abiertamente las Delegaciones Territoriales, al 
acudir a la falta de disponibilidad presupuestaria como causa impeditiva del dictado de resoluciones estimatorias de 
prestaciones o recursos.

Así las cosas, aunque no prejuzgamos un procedimiento que desconocemos ni la potencialidad de su simplificación 
para ofrecer resultados positivos, hemos de defender la virtud de la intervención de los servicios sociales comunitarios 
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en la iniciación del procedimiento dirigido al reconocimiento de la situación de dependencia, al menos en un aspecto 
troncal de todo procedimiento, esto es: asegurar la correcta y completa conformación documental del expediente, 
previa a su remisión a la Administración autonómica, evitando con ello requerimientos de subsanación y, desde luego, 
informando y orientando a la ciudadanía en los trámites de un proceso bastante incomprensible para muchas personas. 
El principio es simple: bien acaba lo que bien comienza.

Confiamos en que la simplificación procedimental tenga en cuenta este elemento y contribuya a mejorar 
las expectativas de las miles de personas en listas de espera a las que alude la norma, como pieza adicional 
a otras medidas que permitan respetar por fin el plazo máximo legal de la Ley 39/2006.

Dentro de lo que ha venido siendo la tónica anual, hemos de concluir indicando que en el último trimestre 
del año se ha advertido una mejora en la respuesta a la ciudadanía de la Administración autonómica, que 
ha culminado con la aceptación de su justa pretensión. Destaca especialmente, desde la perspectiva de 
nuestras investigaciones a instancia de parte, los resultados obtenidos de la Delegación Territorial en Sevilla 
de la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación, que ha resuelto favorablemente el 72 % de las 
peticiones dirigidas por nuestra parte.

1.3.2.4. Personas mayores
Las personas mayores han sido protagonistas involuntarias del año 2020, debido a la mayor incidencia del 

coronavirus sobre su salud, hasta el punto de ser el grupo poblacional con mayor número de fallecidos.

Esta triste realidad se agrava en los casos en que la persona mayor vive en un hogar colectivo, como el de 
los Centros residenciales, cifrándose en 25 700 los fallecidos en el conjunto de los de España por coronavirus 
(confirmado o por síntomas compatibles), que en Andalucía se concretan en 1577 personas desde el inicio 
del brote y hasta el mes de enero de 2021, o lo que es lo mismo, las personas mayores representan un 28,51 
% del total de muertes por esta causa en nuestra comunidad autónoma.

La crisis sanitaria ha servido para poner el acento sobre el trato que la sociedad, la Administración y sus 
familias, dispensan a las personas mayores; sobre los recursos más dignos para apoyar sus limitaciones; sobre 
sus necesidades en las Residencias y, respecto de estos Centros, ha cuestionado su modelo organizativo y 
de prestación, el de atención sanitaria a sus moradores e incluso el concepto mismo de Centro residencial.

Las carencias de los Centros sociosanitarios (modelo de cuidados y atención, financiación, cualificación y 
reconocimiento profesional o dignidad salarial, entre otras), los interrogantes que plantea y las aportaciones 
de las personas vinculadas a dicho entorno, las recogimos en el Informe Extraordinario de octubre de 2020, 
Derechos de la ciudadanía durante la COVID-19. Primera ola de la pandemia, al que nos remitimos para 
evitar la reiteración.

El 27 de diciembre de 2020 comenzó la vacunación frente al coronavirus en los Centros residenciales 
andaluces, de conformidad con la Estrategia de vacunación COVID-19 en España del Ministerio de Sanidad, 
sus etapas y grupos de priorización. Confiamos en que una vez que la grave crisis sanitaria ceje en su 
virulencia y nuestra sociedad recobre el sosiego, se recorra la senda que lleve a una respuesta consensuada 
que resuelva problemas directamente vinculados a la dignidad humana en las Residencias que constituyen el 
hogar sustitutorio de las personas mayores.

Cuando hablamos de dignidad, sin embargo, lo hacemos también de observancia de derechos subjetivos 
de carácter social y de respeto a la voluntad individual en las decisiones que adopta la Administración para 
su efectividad. Es decir, la dignidad comporta hacer efectivos en plazo los derechos de las personas mayores 
en situación de dependencia y considerar como servicio idóneo y adecuado a sus necesidades, aquel que 
preserve sus lazos afectivos y familiares.

Precisamente el Acuerdo del Consejo de Gobierno de 28 de agosto de 2020, al que aludimos en el apartado 
de análisis de la dependencia, contempla la priorización de expedientes de este ámbito para personas con 
dicha situación reconocida en cualquiera de sus grados y en riesgo de aislamiento social, que viviendo solas 
en su domicilio tengan prescrito un servicio. El Preámbulo del referido Acuerdo, además de vincular la 
soledad de vida no deseada con las personas mayores (Plan Estratégico Integral para personas mayores en 
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Andalucía), explica que para estas personas lo más adecuado es beneficiarse de un servicio de proximidad 
(unidad de estancia diurna o ayuda a domicilio), que les permita desarrollar su vida en un contexto cercano, 
o bien de un servicio de atención residencial que supla la insuficiencia de apoyo familiar y comunitario.

…

1.3.2.4.1.  Mayores en otras materias

1.3.2.4.1.1. Servicios de interés general y consumo
…

En materia de consumo podemos destacar la queja 20/2425, queja 20/6101 y queja 20/6467, todas ellas 
remitidas por personas de avanzada edad y relacionadas con una misma problemática: la anulación de viajes 
programados como consecuencia de las restricciones a los desplazamientos derivados de la pandemia. El 
motivo de las quejas no era otro que la dificultades encontradas para conseguir que las empresas gestoras 
del viaje accediesen a la devolución de las cantidades previamente abonadas.

Se trata de asuntos en los que las posibilidades de intervención de esta Institución son muy limitadas ya que 
se trata de conflicto suscitados entre particulares, la empresa en cuestión -normalmente una agencia de viaje 
o una compañía aérea- y las personas reclamantes. Nuestra intervención queda supeditada a la supervisión 
de la actuación realizadas por la Administración de consumo radicada en Andalucía, siempre que se haya 
instado la misma mediante la presentación de las oportunas reclamaciones. De no ser así, debemos limitar 
nuestra actuación a trasladar a las personas promotoras de las quejas la información oportuna sobre como 
ejercitar sus derechos y presentar reclamaciones en función de cual sea el asunto planteado.

No queremos concluir este subapartado sin reseñar en el mismo dos quejas que han planteado una 
problemática que nos parece de especial trascendencia y que se está convirtiendo en uno de los principales 
factores de exclusión social: la brecha digital. Un problema creciente, que afecta de modo muy particular 
y directo a las personas mayores y que se ha puesto especialmente de manifiesto durante el periodo de 
confinamiento domiciliario obligado por la declaración del estado de alarma.

En efecto, si algo ha puesto de relieve este periodo de confinamiento es la necesidad de replantearnos la 
consideración de los servicios de telecomunicaciones como meros servicios de interés general y comenzar 
a pensar en los mismos como servicios básicos, en la medida en que se han convertido en instrumento 
indispensable para el acceso y el disfrute de derechos fundamentales como la educación, la salud o el 
trabajo. La brecha digital afecta a importantes colectivos sociales y les impide o, cuando menos les dificulta, 
el acceso y disfrute de los servicios de telecomunicaciones y, lo que es aún más grave, el adecuado ejercicio 
de los derechos fundamentales asociados al uso de las nuevas tecnologías.

No se trata solo de personas con carencias educativas o dificultades para el manejo de tecnologías complejas, 
sino también de muchas personas que por su edad o por decisión personal no han adquirido las habilidades 
digitales que exige el manejo de las actuales tecnologías de la comunicación y la información.

Nos parece importante destacar en este subapartado algunas de las quejas y consultas recibidas durante el 
confinamiento que ponen de manifiesto la trascendencia de la brecha digital y su especial incidencia en las 
personas de mayor edad.

Tal es el caso que planteaba en la queja 20/6541 un señor de avanzada edad que precisaba hacer unas 
gestiones en la hacienda municipal para evitar la imposición de unos recargos de cuantía considerable y no 
conseguía su objetivo pese a haberse desplazado en varias ocasiones a las dependencias municipales. Allí 
le negaban el paso y le indicaban que era necesario tener cita previa y que la misma sólo podía obtenerse 
telemáticamente. Una opción que a este señor le resultaba inalcanzable porque, como señalaba, “ni tengo 
internet, ni sé manejarlo”.

Asimismo, merece ser reseñada la airada queja que nos trasladaba una persona mayor al conocer el cierre 
de la sucursal bancaria de su localidad como consecuencia de la COVID-19, que le obligaba a desplazarse 
hasta el municipio vecino para realizar unas gestiones que habitualmente realizaba presencialmente en su 

Desglose por temas • IAC 2020

19. Covid-19



3333

sucursal y que se veía incapaz de realizar de forma telemática, por más que le hubieran insistido en tal 
opción desde la entidad financiera como alternativa a un desplazamiento que suponía un riesgo para él, al 
carecer de vehículo propio y ser persona aquejada por una enfermedad crónica.

Debemos concluir reseñando la queja 20/2943, que en alguna medida resume fielmente el problema que 
estamos denunciando. Fue remitida por la Asociación APDHA, Delegación de Sevilla, denunciando “una 
nueva causa de exclusión social, especialmente entre la población anciana, la llamada brecha digital”.

Exponía la Asociación su preocupación por haber detectado durante el estado de alarma los siguientes 
hechos:

“1) Que gran parte de la población anciana está tenido una dificultad especial para cobrar sus pensiones 
en sus sucursales bancarias porque, aun habiendo personal en la oficina, no atienden al público y la única 
opción disponible es vía on line.

2) Que la vía telefónica está colapsada y que resulta imposible realizarlo por este medio sin tener unos 
conocimientos básicos.

3) Que gran parte de esta población no solo son analfabetos digitales, sino también funcionales y que ni las 
entidades bancarias ni las instituciones públicas están teniendo en consideración este problema grave entre 
nuestros mayores, que se encuentran en indefensión absoluta.”

Puede parecer que las quejas relatadas plantean situaciones poco significativas o carentes de relevancia, 
pero a nuestro entender ejemplifican de forma harto elocuente lo difícil que puede ser la cotidianidad en la 
nueva sociedad digital para aquellas personas que, por una razón u otra, se han quedado rezagadas en la 
adquisición de las imprescindibles habilidades digitales. No creemos exagerar si afirmamos que los nuevos 
marginados sociales son quienes han quedado en el lado equivocado de la brecha digital.

Para tratar de evitar que se profundicen estas situaciones de exclusión y afecten a cada vez más colectivos 
es necesario que se adopten medidas destinadas a favorecer la inclusión digital de todas las personas.

Y la primera medida a adoptar debe ser el reconocimiento del derecho de todas las personas a acceder en 
condiciones de igualdad, asequibilidad y universalidad a los servicios de la sociedad digital.

Un reconocimiento que, a nuestro juicio, debe tener un rango normativo suficiente para constituir una 
verdadera garantía frente a posibles vulneraciones de este derecho y para conformar un auténtico derecho 
subjetivo. Y esto solo puede conseguirse con un reconocimiento de este derecho a nivel constitucional y 
estatutario.

La consecuencia práctica de este derecho debe ser que todas las personas tengan la posibilidad de disponer 
de los medios y la formación necesaria para acceder a los servicios que ofrece la nueva sociedad digital.

Esto supone que, por parte de los poderes públicos, deben adoptarse las medidas necesarias para que todas 
las personas puedan disponer de acceso a ordenadores o equipos conectados a internet; que se garantice 
el acceso a unos mínimos de conectividad a las personas que se encuentran en situación de vulnerabilidad 
económica; que se ofrezca formación digital a todas las personas que carezcan de habilidades en el manejo 
de las nuevas tecnologías; que se ofrezcan ayudas a todas las personas que carezcan de conocimientos 
digitales y así lo demanden para la realización de gestiones o trámites necesarios; que se garanticen unos 
niveles de conectividad adecuados a todas las personas que residen en el medio rural; y que se ofrezcan 
recursos adaptados para posibilitar el acceso en condiciones de igualdad a la sociedad digital de las personas 
con discapacidad.

Con estas medidas podría solventarse en alguna forma la actual brecha digital e impedir que la misma siga 
ahondándose y afectando cada vez a más colectivos.

1.3.2.5. Discapacidad

1.3.2.5.1. La situación de discapacidad
…
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Al elevado número de solicitudes en relación con el personal existen en cada Centro, aluden asimismo 
las Delegaciones Territoriales restantes con las que hemos tenido la oportunidad de contactar, añadiendo 
una circunstancia sobrevenida, la de la suspensión administrativa de plazos y el confinamiento derivados 
de la crisis sanitaria y su consiguiente Estado de Alarma inicial, como razón de un mayor incremento de 
las demoras.

En este sentido, la Delegación Territorial de Cádiz refirió que de forma previa a la declaración del 
estado de alarma el Centro de Valoración tenía un atraso de once meses para resolver los expedientes 
de discapacidad, recordando que superado el confinamiento se encontraba retomando la actividad. En 
diciembre de 2020, sin embargo, concretaba el retraso en quince meses, motivado por las consecuencias 
del primer estado de alarma, al no haber podido retomar las citaciones presenciales hasta el 15 de 
septiembre de 2020.

De peor situación daba cuenta la Delegación territorial de Málaga, que previamente a la crisis sanitaria 
(en marzo de 2020), reconocía la demora de al menos dieciséis meses en la valoración de la discapacidad 
solicitada por una ciudadana el 28 de noviembre de 2018; y ya en diciembre de 2020 informaba de la 
práctica de la valoración el 23 de noviembre de 2020, cuyo resultado estimatorio, de 1 de diciembre, iba a 
ser notificado a la misma, es decir, de un plazo total de dos años en la conclusión del procedimiento (queja 
19/4446).

Las investigaciones iniciadas con la Delegación Territorial de Sevilla, revelaron que el tiempo de demora 
entre la solicitud y la cita de reconocimiento reconocido por aquella, es de doce meses, a los que debe 
añadirse el tiempo adicional para el dictado y notificación de la resolución. Por lo demás, en las respuestas 
remitidas por la Delegación en octubre de 2020, a sendas Recomendaciones dictadas por esta Institución 
(queja 20/1220 y queja 20/0335), concretó que el Centro de Valoración tenía abiertas 11 000 solicitudes de 
valoración inicial de la discapacidad y 6000 de revisión, siendo de cuatro meses la demora en la grabación 
de solicitudes, de quince meses la antigüedad en las solicitudes de valoración inicial (julio de 2019) y 
de diecisiete las de revisión (mayo de 2019). También la Delegación de Sevilla, adelantaba la probable 
dilación de plazos a consecuencia de la declaración del Estado de Alarma.

Precisamente el incremento de unos plazos ya dilatados derivado de la interrupción de la actividad 
de los Centros de Valoración desde marzo hasta junio de 2020, ha intentado ser mitigado mediante la 
implantación por la Dirección General de Discapacidad durante el segundo semestre del año, de un Plan 
de Choque temporalmente acotado hasta el 31 de diciembre de 2020.

Del mismo nos informaba la Delegación Territorial de Jaén, señalando que “desde la Consejería 
conscientes de la problemática que se viene arrastrando en los Centros de Valoración, recientemente se 
ha puesto en marcha un Plan de Choque, consistente en la contratación de una serie de efectivos, tanto a 
nivel técnico como administrativo, y la realización de una serie de horas extras por parte del personal de 
plantilla, durante un período de tiempo concreto; apoyo que contribuirá sin duda a mejorar los plazos de 
resolución”. La de Málaga, al afirmar que “desde el mes de agosto, y de forma escalonada, se ha procedido 
a reforzar al personal hasta el 31 de diciembre a través de una actuación de Plan de Choque, con lo 
que se espera que el tiempo de resolución se reduzca a los trámites previstos en su normativa”. Y la de 
Córdoba (queja 19/4677), que de forma más prolija señalaba que en dicho Centro el refuerzo temporal de 
personal había dado lugar a la contratación de 4 técnicos y de 4 administrativos hasta final del año 2020; 
a la aprobación de un montante de 22 250 € para la realización de horas extra, permitiendo de este modo 
hacer valoraciones en horario de tarde; añadiendo que se habían prorrogado por un año las revisiones 
de oficio cuya vigencia finalizaba antes del 30 de septiembre, impulsado el registro telemático, reforzado 
el teléfono de atención a la discapacidad, filtrando así muchos procedimientos y suprimido los Registros 
presenciales de los Centros de Valoración y Orientación, canalizando los procedimientos de presentación 
de solicitudes por otros canales.

En ocasiones precedentes esta Defensoría ha advertido sobre el recurso reiterado a los conocidos como 
Planes de Choque, como instrumento inadecuado para la superación de dilaciones en la respuesta de la 
Administración, por cuanto constituye un remedio llamado a mitigar de forma muy puntual una disfunción 
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estructural de carácter permanente, que solo puede solventarse con respuestas igualmente estructurales, 
organizativas o de gestión y de mejora procedimental.

A título de ejemplo citaremos la situación del Centro de valoración de Cádiz, apuntada anteriormente, 
cuya tramitación de las solicitudes de valoración de la discapacidad pasó de los once meses en el mes de 
marzo de 2020, a los quince meses en el mes de diciembre del mismo año, a pesar de la aplicación de las 
medidas del Plan de Choque.

En conclusión, insistiremos en que factores como la elevada demanda de reconocimiento o revisión de 
la situación de discapacidad, de las cuales un porcentaje muy elevado es desestimatorio, las diversas 
actuaciones y gestiones que tienen encomendadas los Centros de Valoración y Orientación, la falta de 
cobertura de sus plazas y la falta de actualización de la plantilla de personal al servicio de los mismos, 
hacen necesario un replanteamiento de estos Centros.

…

1.3.2.5.2. La discapacidad en otras materias

1.3.2.5.2.1. Menores, Educación, Cultura y Deporte
…

Como viene aconteciendo en ejercicios anteriores, la atención al alumnado con necesidades educativas 
especiales ha constituido el eje central de las intervenciones de la Institución, tanto en su condición de 
Defensor del Pueblo Andaluz como de Defensor del Menor de Andalucía en materia de discapacidad. 
No obstante, el ejercicio al que se contrae el presente informe ha estado marcado por la incidencia 
de la COVID-19 en los procesos de enseñanza-aprendizaje de este colectivo, especialmente tras la 
suspensión de la actividad docente presencial y su continuidad por medios telemáticos.

Las Tecnologías de la información y comunicación (TIC) han adquirido un singular protagonismo en 
el proceso de inclusión educativa del alumnado con necesidades educativas especiales. Un alumnado, 
no lo olvidemos, expuesto aún a mayor vulnerabilidad y desigualdad en el acceso a su educación en 
las especiales circunstancias tras la suspensión de la presencialidad en las aulas. Ciertamente las TIC 
se han considerado como una herramienta muy valiosa, dado el papel que pueden desempeñar en 
el desarrollo de una educación flexible e individualizada, evitando las limitaciones de los sistemas 
tradicionales y ofreciendo un canal más sencillo de acceso a las fuentes de conocimiento y formación, 
al mismo tiempo que facilitan un aumento de la autonomía, una mejora de la integración social y la 
comunicación interpersonal del alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo.

La suspensión de la actividad educativa para este tipo de alumnado desde que se acordó el cierre 
de los centros docentes, si no se potencia el seguimiento de su proceso por vía telemática, puede 
conllevar a una desconexión del ámbito educativo. Una desconexión que de prolongarse en el tiempo 
incrementa el riesgo de fracaso escolar y abandono temprano del Sistema educativo. Si el acceso a las 
TIC de este alumnado se muestra imprescindible en una situación de normalidad, en las especiales 
circunstancias derivadas de la suspensión de las clases presenciales, se convirtió en irrenunciable para 
seguir avanzando en su educación. Caso contrario, estos niños y niñas se verán afectados por una doble 
exclusión y marginación.

Y en este ámbito de la educación especial debemos señalar las vicisitudes acontecidas en el proceso 
de enseñanza del alumnado con discapacidad auditiva.

Conocimos que durante la suspensión de las clases de forma presencial por el coronavirus, estos 
alumnos no estaban recibiendo de manera telemática el apoyo imprescindible de los intérpretes de 
lengua de signos.

Estos profesionales son contratados a través de la adjudicación de la prestación del servicio a la empresa 
con la que mantienen la relación laboral. Desde que se decretó el estado de alarma, a las intérpretes 
-en su mayoría mujeres-, se les estuvo facilitando información contradictoria sobre su situación laboral, 
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ya que, al parecer, la Agencia Pública Andaluza de Educación (APAE) no concretaba las medidas que 
debían seguir para continuar desarrollando sus cometidos. Después fueron informadas por su empresa 
de que no se iba a proceder a ningún tipo de ERTE porque se mantendrían sus puestos de trabajo, sin 
embargo, cuando preguntaron cómo y qué medios se les iba a facilitar para continuar con su actividad de 
manera telemática la Agencia Pública informó de que no podían ejercer su actividad porque sus contratos 
se encontraban “suspendidos”.

Al parecer, la Administración contratante habría facilitado a la empresa la partida necesaria para que 
pudiera abonar las nóminas a las intérpretes a pesar de tener su actividad paralizada. Pero, paradójicamente, 
el alumnado con discapacidad auditiva, que debía continuar con sus obligaciones formativas, seguía sin 
poder acceder a este servicio indispensable. Y ello porque la Junta de Andalucía había equiparado todos 
los servicios externalizados sin distinguir entre los que son prescindibles durante el estado de alarma, 
como el comedor o el transporte escolar, y los que son irrenunciables, como la interpretación de la lengua 
de signos española, tal como se concibe en la Ley 11/2011, de 5 de diciembre, por la que se regula el uso 
de la lengua de signos española y los medios de apoyo a la comunicación oral de las personas sordas, con 
discapacidad auditiva y con sordoceguera en Andalucía.

En este contexto, iniciamos una investigación de oficio ante la Consejería de Educación para conocer 
con exactitud la situación del alumnado con discapacidad auditiva así como las medidas que se van a 
adoptar o, en su caso, ya se hayan adoptado, para posibilitar que aquel siga recibiendo el apoyo de los 
especialistas en lenguaje de signos (queja 20/2615).

La respuesta obtenida confirma la ausencia del servicio de intérpretes de signos en estas especiales 
circunstancias. En efecto, la Agencia Pública Andaluza de Educación procedió, en cumplimiento de la 
Instrucción de 13 de marzo de la Viceconsejería de Educación y Deporte, a la suspensión de todos los 
contratos de servicios educativos que gestiona durante la suspensión de la actividad docente presencial, 
incluidos los intérpretes de lengua de signos, habiéndose recibido instrucciones específicas de reanudación 
del servicio por parte de la Consejería de Educación. En cualquier caso, para la prestación telemática de 
dicho servicio hubiese sido necesario formalizar nuevos contratos ya que se necesitarían, por parte de las 
empresas adjudicatarias, determinados medios de teletrabajo para su personal cuyo coste no se incluía 
en los contratos iniciales.

…

1.3.2.5.2.2. Empleo Público, Trabajo y Seguridad Social
…

Por último, reseñar también la queja 20/6942, iniciada de oficio dirigida a la Dirección General del 
Profesorado y Gestión de Recursos Humanos, de la Consejería de Educación y Deporte, sobre la situación 
de los docentes con discapacidad auditiva incorporados tras la finalización del estado de alarma.

En las informaciones que hemos conocido se pone de manifiesto que con las nuevas medidas para hacer 
frente al contagio de la COVID-19, el uso obligatorio de mascarillas impide que este personal docente se 
pueda apoyar en la lectura labial, herramienta fundamental para que las personas sordas que imparten 
la docencia puedan entender al resto del profesorado y al alumnado al que imparten la docencia, 
imposibilitando la comunicación y aislando al personal docente con dificultades auditivas, al igual que 
sucede con el alumnado afectado por esta discapacidad sensorial.

Es por ello que, según las informaciones que hemos conocido en relación con esta problemática, 
numerosos docentes de toda Andalucía piden recursos y medidas de adaptación del puesto de trabajo y la 
homologación de mascarillas transparentes para que se puedan llevar a cabo las clases con total y plena 
normalidad.

Tras la solicitud del preceptivo informe al citado Centro Directivo, nos encontramos a la espera de su 
remisión.
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